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ORDEN DEL DÍA: 
Primer punto: Borrador de la Orden de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes que desarrolla el Decreto 45/2026, de 1 de septiembre, por el que se regula la inspección de educación en Castilla-La Mancha. 
Segundo punto: Borrador de la Resolución de la Dirección General de Innovación Educativa y Centros por la que convoca a los centros docentes sostenidos con fondos públicos de Castilla - La Mancha para participar en la diseño, implantación, organización, desarrollo y evaluación de proyectos de innovación educativa de Castilla - La Mancha en los cursos 2026/2027 y 2027/2028. 
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Primer punto: Borrador de la Orden de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes que desarrolla el Decreto 45/2026, de 1 de septiembre, por el que se regula la inspección de educación en Castilla-La Mancha. 
Administración

Se exponen los puntos fundamentales de la nueva orden que desarrolla el Decreto 45/2026, orientada a consolidar un modelo de inspección educativa más pedagógico, cercano a los centros, coordinado y enfocado en la mejora continua:
    1. Inspección orientada a la mejora educativa: Se prioriza la calidad y equidad del sistema, transformando el papel del inspector hacia el acompañamiento, la prevención y el asesoramiento a los equipos directivos y docentes, superando enfoques exclusivamente burocráticos y reactivos. 
    2. Homogeneidad y coherencia territorial: Se fijan mecanismos para unificar criterios en toda Castilla-La Mancha mediante protocolos e instrumentos normalizados, el refuerzo de las comisiones de coordinación provincial y los equipos de zona, y el impulso de áreas temáticas específicas. 
    3. Colegiación y trabajo en equipo: Se potencia la intervención compartida y las actuaciones conjuntas a través de reuniones periódicas de los equipos de zona y áreas provinciales, disminuyendo la discrecionalidad individual. 
    4. Cultura de evaluación y rendición de cuentas: Se establecen herramientas objetivas de seguimiento mediante planes de mejora provinciales y regionales, indicadores de logro y evaluación sistemática de la propia función inspectora. 
    5. Profesionalización y especialización: Se define formalmente el perfil profesional del inspector, reforzando la formación inicial, los planes de acogida, la actualización permanente y los procesos de especialización técnica. 
    6. Centralidad de la visita presencial: A pesar de regularse fórmulas de administración y trabajo a distancia, se ratifica la presencialidad en los centros docentes (con especial énfasis en la visita de inicio de curso) como el instrumento nuclear del servicio de inspección. 
    7. Transformación digital con garantías jurídicas: Se integran herramientas digitales corporativas, administración electrónica y firma digital, garantizando plenamente la seguridad de la información y la protección de datos. 

STE-CLM
Desde STE-CLM compartimos la necesidad de actualizar la normativa en CLM a tenor de los cambios introducidos por la LOMLOE. Sin embargo, la publicación de este borrador de Orden, viene a concretar el Decreto 45/2026 que era el escalón normativo en el que se podían tomar decisiones valientes con respecto a la reforma de la inspección en CLM.

Finalmente no fue así, y por tanto solo nos queda resaltar cuales son los problemas que a juicio de STE-CLM tiene esta reforma y que no se corrigen.

El mayor problema que detectamos en el borrador autonómico es su alarmante deriva jerárquica y autoritaria, un enfoque que aleja peligrosamente a la Inspección de la realidad de los centros y fomenta una percepción de fiscalización intimidatoria entre el profesorado, acentuada por el hecho de que las jefaturas sigan siendo nombradas a dedo por el gobierno de turno. 

Para ilustrar esta problemática, cabe recordar lo ocurrido el curso pasado. A través de la Junta de Personal, solicitamos una mediación para resolver un grave conflicto por cambios de horario en varios Colegios Rurales Agrupados (CRA). Requerimos la presencia de tres inspectores para arbitrar el problema. La respuesta de la Jefatura de Inspección fue que “solo responden ante sus superiores”, escudándose en la jerarquía regulada por el Decreto. 

Lo paradójico es que el Real Decreto 68/2026 de marco estatal no menciona en ningún momento los conceptos de jerarquía ni de obediencia interna para definir el funcionamiento del cuerpo. El texto estatal (Artículo 4) establece que los inspectores/as actuarán bajo el Estatuto Básico del Empleado Público, conforme a los principios de profesionalidad, independencia de criterio técnico, imparcialidad, eficiencia y transparencia. Además, el RD 68/2026 delega la estructura organizativa en las Comunidades Autónomas (Artículo 9), limitándose a señalar de forma indirecta (Artículo 10.2) que las visitas a los centros se harán "por orden superior, por propia iniciativa o en desarrollo de la planificación establecida". 

En cambio, el borrador de Castilla-La Mancha introduce una preocupante estructura vertical:
    1. En el Capítulo I (Art. 4.2.f), dentro de los principios de actuación, añade textualmente que los inspectores/as deben actuar “desde una visión de aceptación de la jerarquía, y en coherencia con el modelo establecido”. 
    2. El Capítulo II despliega una cadena de mando sumamente rígida: la dirección depende del órgano directivo de la Consejería; la Inspección General ostenta la jefatura regional; los Servicios Provinciales dependen funcionalmente del Inspector/a General y orgánicamente del Delegado/a Provincial; y el Inspector/a Jefe Provincial coordina verticalmente el territorio. 

Rechazamos firmemente esta desviación de la norma. La Inspección no debe entenderse como un brazo ejecutor de control político, sino como un órgano dotado de plena autonomía técnica y vocación de servicio público. 
PROPUESTAS DE MEJORA PARA EL DOCUMENTO Y LÍNEAS DE ACCIÓN

Para que este documento de intervención mantenga una coherencia con nuestra línea programática y recoja de manera fidedigna la realidad que defendemos en las mesas de negociación, es fundamental que incorporemos y visibilicemos con la misma fuerza los siguientes bloques de propuestas sectoriales:
    • Racionalización administrativa y freno a la burocracia: El borrador de la Administración insiste en el cambio hacia un modelo pedagógico, pero la realidad diaria de los equipos directivos y del profesorado es que se encuentran sepultados bajo un incremento constante de planes, memorias, indicadores y protocolos digitales que devoran el tiempo lectivo. La Inspección Educativa no puede ser un agente generador de más burocracia informativa. El texto final del decreto debe obligar a la Inspección a vigilar activamente la simplificación administrativa, garantizando que cualquier requerimiento a los centros responda estrictamente a fines organizativos o legales justificados, evitando duplicidades y priorizando siempre la labor docente frente al papeleo innecesario. 
    • Enfoque formativo y no competitivo de la evaluación: Rechazamos cualquier intento de supeditar la evaluación de los centros y del sistema educativo a indicadores puramente cuantitativos, rendimientos estadísticos o criterios de gestión empresarial que busquen establecer clasificaciones o dinámicas de competitividad entre centros públicos. Defenderemos que las evaluaciones promovidas por la Inspección tengan un carácter exclusivamente formativo, orientadas a detectar necesidades y a aportar mejoras contextualizadas a la realidad socioeducativa de cada entorno. 
    • Garantía de recursos para una inclusión educativa real: La labor de la Inspección debe ser la de garante del derecho a una educación inclusiva y equitativa. Proponemos que se explicite como función prioritaria del cuerpo la supervisión de las condiciones reales de inclusión en los centros. Esto implica que los inspectores e inspectoras deben auditar y exigir a la propia Administración la suficiencia de recursos humanos, la dotación de personal especializado (PT, AL, orientadores) y la reducción de barreras para evitar situaciones de segregación o desatención del alumnado más vulnerable. 
    • Atención prioritaria a la salud laboral y los riesgos psicosociales: El deterioro del bienestar emocional, el estrés crónico y el agotamiento del profesorado son problemas estructurales de primer orden. La Inspección no puede ponerse de perfil ante esta situación. Es necesario que el decreto recoja la obligación de la Inspección de prestar especial atención al clima organizativo de los centros, colaborando con los servicios de prevención para detectar de forma temprana las sobrecargas laborales y los conflictos profesionales, promoviendo entornos de trabajo saludables y seguros. 
    • Protección y contextualización de la Escuela Rural: En una región con la dispersión geográfica de Castilla-La Mancha, el decreto de Inspección debe contemplar de manera diferenciada a la escuela rural y a los Centros Rurales Agrupados (CRA). Exigimos que las intervenciones de la Inspección se adapten por ley a las peculiaridades organizativas y territoriales de estos centros, asegurando además que el propio cuerpo de inspectores cuente con ratios de centros y distancias de desplazamiento razonables para poder ofrecer una atención cercana, humana y de verdadero acompañamiento. 
    • Actualización y especialización de la formación del personal inspector: La capacitación de la Inspección no puede limitarse a la mera fiscalización normativa o de procedimientos administrativos. Coincidiendo con la necesidad de una formación permanente en jornada laboral, exigimos que los planes formativos de los inspectores/as prioricen de forma obligatoria materias como la mediación comunitaria, los modelos de convivencia restaurativos (frente a los punitivos), la coeducación, la diversidad afectivo-sexual y de género, y la salud laboral docente. Solo así contaremos con un cuerpo preparado para asesorar y no solo para sancionar. 
    • Transparencia institucional y democratización del servicio: Para acabar con la desconfianza mutua y la opacidad, los planes de actuación generales y específicos de la Inspección deben ser completamente públicos y transparentes para toda la comunidad educativa, detallando con claridad sus criterios de intervención y evaluación. Asimismo, resulta irrenunciable establecer por normativa la participación activa de las organizaciones sindicales representativas en el seguimiento y valoración general del funcionamiento del servicio de inspección. Democratizar la Inspección y asegurar su independencia técnica respecto al gobierno de turno es la mejor garantía de objetividad, transparencia y fortalecimiento de la escuela pública.  

Segundo punto: Borrador de la Resolución de la Dirección General de Innovación Educativa y Centros por la que convoca a los centros docentes sostenidos con fondos públicos de Castilla - La Mancha para participar en la diseño, implantación, organización, desarrollo y evaluación de proyectos de innovación educativa de Castilla - La Mancha en los cursos 2026/2027 y 2027/2028. 
Administración
La Directora General de Innovación educativa resume la Resolución.
STE-CLM
Resumen

La Dirección General de Innovación Educativa y Centros convoca a los centros docentes sostenidos con fondos públicos de Castilla-La Mancha a participar en el diseño, implantación, organización, desarrollo y evaluación de proyectos de innovación educativa durante los cursos 2026/2027 y 2027/2028. 

La finalidad es impulsar el cambio pedagógico que marca la LOMLOE mediante proyectos contextualizados, evaluables y orientados a la mejora, favoreciendo metodologías activas, inclusión, autonomía de los centros y transferencia de buenas prácticas. La convocatoria se dicta al amparo de la Orden 92/2026, de 17 de junio.


Modalidad y destinatarios. Se convoca la modalidad de “Proyectos de Innovación Educativa en Centros”, promovidos por iniciativa del propio centro. Podrán participar centros públicos que impartan segundo ciclo de Educación Infantil, Educación Primaria, ESO, Bachillerato, Formación Profesional, enseñanzas de régimen especial, Educación Especial y Educación de Personas Adultas.

Solicitudes. Cada centro solo podrá participar en un proyecto. Deberá presentar el Anexo I, definiendo el objetivo o reto a abordar a partir de la evaluación interna y del Plan de Mejora, con una justificación máxima de 250 palabras. Se indicará un área principal y, opcionalmente, hasta dos áreas secundarias: STEAM; radio escolar y cine; aula del futuro; comunicación lingüística oral o escrita; alfabetización mediática e informacional; competencias digitales; expresión cultural DeRaíz; convivencia; igualdad; inclusión; ODS; organización y funcionamiento del centro; relación con el entorno; y otras que determine el centro. También se aportará el Anexo II con los agentes implicados, firmado por la dirección; solo podrá modificarse por incorporación de nuevo profesorado que preste servicios al menos 5 meses y hasta febrero de cada curso. Se permite un proyecto entre varios centros (máximo tres), presentando una única solicitud y actuando uno como coordinador. La presentación será telemática, con firma electrónica, a través de la Sede Electrónica de la JCCM, y la persona solicitante deberá darse de alta en la Plataforma de Notificaciones Telemáticas. El plazo es de 25 días hábiles desde el día siguiente a la publicación en el DOCM. Si la solicitud no reúne los requisitos, se concederán 10 días para subsanar.

Requisitos de participación. En centros de hasta 40 docentes, deberá participar al menos el 20% del profesorado, con un mínimo de 3. En centros de más de 40 docentes, al menos 9 docentes. Si se imparte ESO, Bachillerato o FP, se exigirá además la implicación de al menos tres departamentos diferentes, quedando exentos los IESO.

Fases. Fase A: Diseño del proyecto, en 2026/2027. Fase B: Formación, en 2026/2027. Fase C: Desarrollo, evaluación y difusión, en 2026/2027 y 2027/2028. El proyecto deberá finalizar antes de terminar el curso 2027/2028. El incumplimiento de plazos o compromisos supondrá el fin de la participación y, en su caso, la devolución de los recursos recibidos.

Agentes implicados. Podrán intervenir: la persona responsable del proyecto, que coordinará, organizará, hará seguimiento y gestionará administrativamente; docentes de apoyo, máximo dos; ponentes internos, para acciones formativas; y docentes participantes. Se creará un equipo de innovación del centro, formado por la persona responsable y los docentes de apoyo, encargado de liderar el desarrollo del proyecto.

Apoyos. La Administración prestará acompañamiento, asesoramiento y apoyo para la definición e implementación; ofrecerá formación diversa adaptada a cada proyecto; y proporcionará recursos didácticos, materiales y/o económicos, con un máximo de 1.000 € por centro, que deberán justificarse y ajustarse a los objetivos y actividades previstos.

Organización y certificación. Cada centro tendrá autonomía organizativa. Se podrá asignar al equipo de innovación un periodo complementario para coordinación y desarrollo, sin recursos adicionales. La certificación se reconoce mediante créditos: durante 2026/2027, la persona responsable hasta 5 créditos de coordinador, los ponentes internos hasta 2 créditos y los participantes según asistencia; al finalizar 2026/2027 (Fase C.1), responsable hasta 2 créditos, docentes de apoyo hasta 2 y participantes hasta 1; al finalizar 2027/2028 (Fase C.2), responsable hasta 3 créditos, apoyo hasta 3 y participantes hasta 2.

Valoración y resolución. Se constituirá una comisión de valoración de tres personas designadas por la dirección general competente. La propuesta de resolución se publicará y se abrirá un plazo de 10 días para alegaciones. La resolución máxima será de dos meses desde la finalización del plazo de solicitudes. La propuesta y la resolución se publicarán en el Portal de Educación y en el tablón de anuncios electrónico de la JCCM, sustituyendo a la notificación. Contra la resolución podrá interponerse recurso de alzada ante la Consejería de Educación, Cultura y Deportes en el plazo de un mes. La resolución surtirá efectos el día siguiente a su publicación en el DOCM.
Posicionamiento

EN DEFENSA DE LA LIBERTAD DE CÁTEDRA Y CONTRA LA IMPOSICIÓN NEOLIBERAL

“Se confunde innovar con aplicar cualquier ocurrencia pedagógica sin base científica”

La publicación del Libro Blanco de la Profesión Docente por parte de la Conferencia de Decanos/as de Educación (CODE) ha abierto un acalorado debate entre “profesaurios contra pedabobos”. Los puntos clave de esa disyuntiva son:

1. El bando de las y los “Pedagogos” (Renovadores). Este grupo suele estar alineado con las tesis de la LOMLOE y el Libro Blanco. Su argumento central es que el modelo tradicional de “clase magistral” está agotado.
    • Enfoque: Se centran en las competencias. No basta con saber datos; hay que saber aplicarlos.
    • Visión del profesorado: El personal docente no es una fuente de sabiduría absoluta, sino un guía o facilitador del aprendizaje.
    • Prioridades: Clima emocional, inclusión, trabajo por proyectos, digitalización y metodologías activas.
    • Crítica recibida: Se les acusa de “vaciar de contenido” las asignaturas y de promover un “facilismo” que baja el nivel de exigencia.

2. El bando de los “Profesaurios” (apóstoles del conocimiento). El término “profesaurio” se usa a menudo de forma peyorativa desde el sector pedagógico para describir a quienes se resisten al cambio, pero muchos de este personal docente han abrazado el término (o se autodenominan “realistas”) para defender el valor del conocimiento científico y humanístico.
    • Enfoque: Se centran en los contenidos. Argumentan que sin una base sólida de conocimientos, no se pueden desarrollar competencias (“no se puede aprender a pensar sobre el vacío”).
    • Visión del profesorado: El personal docente es una autoridad académica cuya misión es transmitir el legado cultural.
    • Prioridades: El esfuerzo, la memoria (como herramienta de trabajo, no como repetición vacía), la disciplina y la evaluación rigurosa.
    • Crítica recibida: Se les acusa de estar anclados en el siglo XIX, de ser poco empáticos con la diversidad del aula y de fomentar un aprendizaje memorístico que se olvida tras el examen.
CONTRA EL PENSAMIENTO ÚNICO: EN DEFENSA DE LAS DIDÁCTICAS ESPECÍFICAS
Quizás en el término medio esté la virtud, quizás la solución sea las didácticas específicas que integran lo necesario de la psicopedagogía y las disciplinas de referencia. Toda metodología es buena si se aplica con profesionalidad.

El debate y la discusión debe darse, no podemos ponernos de perfil ya que hay propuestas -como la número 20 de la propuesta de reforma educativa - que plantea modificar las atribuciones a especialidades con la vista puesta en atender la integración de materias en ámbitos-. La derivada inmediata de su aplicación es la configuración de la plantilla orgánica, el concurso de traslados e incluso de oposiciones. Ahora lo vemos también en la Orden de innovación, donde viene a decir que solo se subvencionará aquellos proyectos que usen metodologías “activas como retos proyectos”.

Se nos intenta imponer, de manera forzada, el Enfoque Competencial y el Aprendizaje Basado en Proyectos. Desde el  STE queremos poner en valor la libertad de cátedra/enseñanza consagrada en la Constitución. Si el profesorado quiere formarse en el Enfoque Competencial y el Aprendizaje Basado en Proyectos que lo haga, si prefiere otros estilos de enseñanza-aprendizaje porque piensa que serán más efectivos para su desempeño profesional, desde STE tendrán nuestro beneplácito. El criterio debe ser, identificar las barreras para el aprendizaje que experimenta el alumnado que tiene dificultades para progresar en sus resultados escolares. Si analizamos los resultados de PISA a nivel internacional, vemos países como Suecia que se están hundiendo y otros países que lideran los resultados académicos no usan precisamente estas metodologías.
LA FALSA VANGUARDIA DE LAS OCURRENCIAS Y LOS LOBBIES

Nos posicionamos en contra de supuestas innovaciones promovidas por lobbies y grandes corporaciones que, bajo lemas superficiales -como que “el 65% de los trabajos del futuro no se han creado” o “estás enseñando para un mundo que ya no existe”-, buscan desplazar a las y los docentes con soluciones tecnológicas que no abordan los problemas estructurales de la educación. Creemos en los pilotajes, poner a prueba los métodos antes de implantarlos. Véase el desastre que ha supuesto el uso de las pantallas en las clases, su imposición, mejor dicho. Suecia ha vuelto al papel, el boli y los libros de texto. 

No es innovador rescatar métodos centenarios y disfrazarlos de modernidad para justificar sus agendas y planes de futuro. Por ejemplo, el “Aprendizaje Basado en Proyectos”, diseñado en 1918 por Kilpatrick, discípulo de Dewey —quien a su vez seguía las ideas de Rousseau—, tenía como objetivo convertir la escuela en un motor de reformas sociales. Sin embargo, hoy se utiliza en sentido opuesto, para perpetuar un sistema educativo que reproduce las desigualdades en lugar de transformarlas. 

Respecto al enfoque competencial, conviene señalar que, aunque comparte ciertos rasgos con el constructivismo —como el “aprender a aprender” y el protagonismo activo del alumnado en su proceso de aprendizaje—, se diferencia en sus fines y medios. El término “competencia”, tal como se utiliza hoy en educación, fue introducido por David McClelland en 1975. Este planteaba que el éxito en la contratación no dependía únicamente de los títulos académicos, sino de las características personales (las competencias) más allá del conocimiento o la experiencia. 

Este concepto fue rápidamente adoptado por los departamentos de recursos humanos como una forma de añadir valor a las empresas, encajando perfectamente con la teoría del “capital humano” de T.W. Schultz y Gary Becker, vinculados al liberalismo económico de la Escuela de Chicago. De aquí surge la relación entre el modelo educativo basado en competencias y la exaltación del “emprendimiento”, un intento de someter a la escuela a la lógica del mercado laboral, asignándole como misión la formación de trabajadoras y trabajadores adaptables, capaces de ajustar su comportamiento y actitud a las necesidades empresariales.

El “éxito laboral” promovido en este modelo se refuerza con la inclusión en el currículo de la inteligencia emocional, popularizada por Goleman, discípulo de McClelland. Este paradigma educativo parte de la idea de que las competencias no se enseñan, sino que se entrenan, lo que explica el auge del coaching educativo. Si para ello es necesario cambiar el rol, la formación y la evaluación del profesorado, se considera un sacrificio justificado. Estamos, en efecto, ante una auténtica reconversión del sistema educativo.

Estas metodologías que se nos quieren imponer, aunque se presentan como innovadoras —sin serlo realmente—, suelen reforzar principios neoliberales al priorizar el mercado, la competencia y el individualismo sobre la equidad, la justicia social y el fortalecimiento de los bienes públicos. En este contexto, es imprescindible cuestionar su impacto en la perpetuación de desigualdades estructurales y su contribución al debilitamiento del rol del Estado como garante de derechos. Frente a estas tendencias, defendemos la libertad de cátedra del profesorado, tal como está reconocida y regulada en nuestra Constitución.

Todas estas aberraciones, tristemente abrazadas por la izquierda, tienen su origen en un informe sobre la educación del porvenir que la OCDE solicitó a la consultora McKinsey. Sus conclusiones se resumían en dos puntos igual de aterradores: la escuela tenía que educar en el liderazgo para la innovación; y no tenía que promover el conocimiento, sino las “competencias”. Un programa a la medida de un neocapitalismo de pillaje.

Si los resultados académicos —puramente cuantitativos— no son todo lo favorables que las estadísticas exigen, la culpa no será nunca de la falta de medios, de las aulas pequeñas y mal habilitadas, del exceso de alumnos, del desinterés de los padres, de la carga burocrática insufrible que la administración impone a los profesores: es el profesorado el culpable, por no adaptarse a las metodologías modernas.

EL CASO CATALUÑA: EL GRAN FIASCO DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL ENFOQUE COMPETENCIAL Y LAS POLÍTICAS DE LA OCDE

El análisis de la realidad educativa en Cataluña nos ofrece un auténtico "viaje al futuro" que sirve de advertencia para el resto del Estado. Lejos de las promesas de modernización, la aplicación de la Ley de Educación de Cataluña (LEC de 2009) y sus decretos posteriores se ha convertido en el máximo exponente de la introducción de principios neoliberales:
    • Poder concentrado y jerarquización: El “Decreto de Direcciones” otorga a los equipos directivos un liderazgo absoluto, tanto organizativo como pedagógico, excluyendo por completo al profesorado de las decisiones clave.
    • Selección arbitraria del personal: Mediante el “Decreto de Plantillas” vigente desde 2014, se permite a las direcciones seleccionar a parte del profesorado mediante perfiles profesionales y entrevistas. Esta subjetividad abre la puerta a decisiones basadas en afinidades personales o criterios poco transparentes, generando una enorme inseguridad laboral en el personal interino y un alto riesgo de discriminación por género, edad u otros factores. Se busca, en definitiva, un "liderazgo pedagógico" que perfile las plazas para garantizar la docilidad y subordinación permanente de unos docentes abrumados burocráticamente.
    • Lógicas de mercado y competencia entre centros: El “Decreto de Autonomía de Centros” ha fomentado la competencia entre escuelas por prestigio y matrícula, introduciendo dinámicas de mercado en la red pública y acentuando las desigualdades sociales.

Esta reconversión tuvo su máximo aliado en el programa Escola Nova 21 (impulsado por EduCaixa junto al Centre UNESCO de Catalunya, la Fundació Jaume Bofill y la UOC). Alianza que, presentándose bajo una potente estrategia de branding educativo como sinónimo de innovación, promovió de manera forzada el cambio hacia el modelo competencial y el trabajo por proyectos. A diferencia de los movimientos de renovación pedagógica históricos liderados por el propio profesorado, Escola Nova 21 fue un diseño de expertos externos y entidades privadas que hizo coincidir su aparición con una época de severos recortes económicos. Con ello, lograron desviar el debate de la falta de recursos materiales hacia la "necesidad de innovar", culpabilizando a los docentes de los fracasos del sistema, dividiendo a las escuelas entre "innovadoras y no innovadoras" (lo que provocó una auténtica triple red educativa y la guetización de centros), y legitimando la selección de personal a dedo. El discurso de este programa ocultó sistemáticamente cómo las desigualdades socioeconómicas afectan a la educación.
EL DESPLOME EN LOS RESULTADOS DE PISA 2025

Y como muestra un botón: los resultados del informe PISA 2025, sobre el que mucho se ha hablado, pero que desde STE-CLM podemos resumir en:
Los resultados del informe PISA 2025 no constituyen un misterio técnico ni un déficit de «competencia digital» docente como pretende justificar la OCDE, sino el síntoma de la sumisión del proceso educativo bajo la lógica de las grandes corporaciones tecnológicas (Big Tech). 

El retroceso del rendimiento es ya una realidad generalizada en los 90 países analizados por el informe -38 miembros de la OCDE y 52 economías asociadas-, registrándose caídas simultáneas en lectura, ciencias y matemáticas. 

Que Castilla-La Mancha haya mantenido el nivel con respecto a la edición pasada, que recordamos, partíamos de las últimas posiciones, no debe suponer confiarnos. La realidad que subyace globalmente, es que el alumnado evaluado evidencia una lectura apresurada y fragmentaria que lastra de forma severa la comprensión de textos complejos. La omnipresencia de las pantallas y el diseño algorítmico están fomentando una «delegación cognitiva» sistemática que debilita la capacidad de atención profunda, el pensamiento crítico y los procesos esenciales de aprendizaje en las aulas. Y el alumnado castellanomanchego no es ajeno a esta problemática.
Si las pantallas parecían estar detrás -aparte del COVID- en el PISA anterior, la aparición de la IA se suma y refuerza estas variables, de hecho se correlaciona negativamente el uso de chatbots con el éxito. PISA 2025 ha registrado el rendimiento promedio de la OCDE más bajo observado hasta ahora desde su creación, la proporción de «lectores apresurados» -estudiantes que recorren los textos a toda prisa y dan respuestas rápidas pero incorrectas- casi se duplicó entre 2018 y 2025. La «curiosidad» y la «perseverancia» están cayendo en todos los sistemas. 
Observaciones
Estos proyectos tienen varias fases: a) de diseño, b) de formación, y c) de desarrollo, evaluación y difusión, que conllevan diversas tareas: de coordinación, organización y seguimiento, de evaluación, de gestión administrativa, de impartición de sesiones formativas vinculadas al proyecto y por supuesto de desarrollo del proyecto en si con el alumnado afectado.

Además se tienen que plantear teniendo en cuenta la inclusión educativa, con criterios de calidad, en ocasiones en colaboración con empresas o asociaciones, etc.

Todo ello supone una ingente carga de trabajo que se superpone a la que realizan los docentes, porque en ningún caso sustituye a la organización de la tarea docente en base a los currículos. Sin embargo la única recompensa que se contempla es:

a) Fase de diseño y formación → Máximo de 5 créditos.

b) Fase de desarrollo → Máximo de 2 créditos.

c) Fase de ejecución, evaluación y difusión  → Máximo de 3 créditos.

Este máximo va dirigido al responsable del proyecto, pero en el caso del resto de docentes, ponentes y participantes, el número de créditos reconocido es menor.

Sin embargo, de cara al concurso de traslados, solamente se tiene en cuenta la participación genérica en el proyecto de innovación con 0,25 puntos por participación, independientemente de la carga que se asuma dentro del proyecto.

A esto hay que sumar la burocracia añadida de formar parte de la red de centros, la obtención del sello de calidad de centros innovadores, optar a los premios, etc.

Solo se contempla que el equipo de innovación disponga de una hora complementaria y que además debe sacarse de los recursos del centro.

A todas luces, este reconocimiento mínimo no se sostiene. Se pretende que los docentes desarrollen este tipo de proyectos a coste cero.

Con respecto a los recursos económicos, con un máximo de 1.000 € por proyecto, no se desgrana cuales y como se dota cada uno de ellos.


